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Señores 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CALI – SALA LABORAL 
sslabcali@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Magistrada Ponente: Dra. MARÍA ISABEL ARANGO SECKER 
E.  S.  D. 
 
PROCESO:          ORDINARIO LABORAL PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:   YOLANDA VELASQUEZ MAFLA 
DEMANDADO:    SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. Y OTROS 
RADICADO:          760013105013-2019-00697-01 
 
REFERENCIA:   ALEGATOS DE CONCLUSIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía 
No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio portador de la Tarjeta Profesional 
No. 39.116 del C. S. de la J., obrando como apoderado especial de SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., tal y como se encuentra acreditado en el expediente, con el debido respeto 
REASUMO el poder que me fue conferido y seguidamente procedo dentro del término legal, a 
formular ALEGATOS DE CONCLUSIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA, solicitando 
respetuosamente a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali que  REVOQUE 
la sentencia de primera instancia No. 99 dictada el 11 de julio de 2023 proferida por el Juzgado 
Trece Laboral del Circuito de Cali, con fundamento en los siguientes argumentos: 
 

I. ARGUMENTOS DE HECHO Y DERECHO PARA QUE EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE CALI REVOQUE LA SENTENCIA NO. 99 DICTADA EL 11 DE JULIO 

DE 2023. 
 
En el presente escrito, me ocuparé de señalar, cómo tras el debate probatorio llevado a cabo dentro 
del proceso de la referencia, se lograron acreditar las excepciones de mérito propuestas y, así 
mismo, cómo la parte actora no logró demostrar sus fundamentos contra mí representada, por lo 
cual, la Sala Laboral deberá revocar la decisión del fallador de primera instancia, por las siguientes 
razones: 
 
En el caso de marras, la señora YOLANDA VELÁSQUEZ MAFLA pretende que se declare nulo el 
dictamen de PCL emitido por la JNCI el 17 de enero de 2019 y en consecuencia se condene a la 
ARL SURA, al reconocimiento y pago de una indemnización por incapacidad permanente parcial, 
en atención a las supuestas patologías que deben ser calificadas como de origen laboral, mismas 
que así fueron fijadas por COOMEVA EPS pero en atención al proceso integral de calificación de 
origen, finalmente la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, determinó que todas 
las patologías de la actora son de origen COMÚN, no existiendo así obligación alguna a cargo de 
mí representada SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. – ARL. 
 
No obstante, deben resaltarse los motivos por los cuales mí prohijada SEGUROS DE VIDA 
SURAMERICANA S.A., debe ser absuelta en la presente Litis.  
 
1. EL DICTAMEN EMITIDO POR LA JRCI DE RISARALDA COMO PRUEBA PERICIAL, NO 

CUMPLE CON LOS CRITERIOS DEL MANUAL ÚNICO DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
 
Lo primero que debe referirse es que el dictamen emitido como prueba pericial dentro del trámite 
de primera instancia y que fuere practicado por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 
INVALIDEZ DE RISARALDA, Dictamen No. 31201405-727, del 29 de julio de 2022, y en el que se 
dictaminó una PCL de la señora VELASQUEZ MAFLA del 23,00%, con fecha de estructuración del 
20 de agosto de 2014, y de origen laboral, no se ajusta a lo preceptuado por el Manual Único de 
Calificación de Invalidez – Decreto 1507 de 2014, en el entendido que:  
 

1. El dictamen en cuestión decide modificar la experticia emitida por la JUNTA NACIONAL DE 
CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, Dictamen No. 31201405-179 del 17 de enero de 2019, bajo 
el argumento que las patologías y situaciones personales de la actora no son determinantes 
en la definición del origen, no obstante, es imperioso remitirnos al Manual Único de 
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Calificación (Decreto 1507 de 2014), el cual, dentro de las consideraciones expuestas para 
calificar el Síndrome de Túnel Carpiano, se resalta lo siguiente: 
 
“Deben considerarse las causas subyacentes de las disfunciones neuromusculares con 
alteraciones regionales específicas, tales como diabetes mellitus, abuso crónico del alcohol, 
trastornos neurológicos sistémicos, hipotiroidismo y otras enfermedades sistémicas; por lo 
tanto, la calificación se debe hacer por los criterios a los que pertenezca la patología de 
base.”  
 
Se evidencia entonces que, el mismo manual, que sirvió de base para calificar a la 
demandante, expresa taxativamente que, ante la existencia de patologías de base, como el 
hipotiroidismo (el cual padece la señora YOLANDA VELASQUEZ) debe calificarse por los 
criterios expuestos para esa enfermedad, entendiéndose entonces que, el túnel del carpo 
que padece la demandante NO es originado de su actividad laboral, tal como lo afirmó la 
JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, en dictamen referido. 
 

2. Por otro lado, dentro de las restricciones del Rol Laboral, la Junta Regional de Calificación 
de Invalidez de Risaralda, en dictamen No. 1201405 – 727 del 29 de julio de 2022, asigna 
un porcentaje de 10, no obstante, se considera una sobrevaloración en la asignación de 
calificación de este ítem toda vez que, al dirigirnos al Manual Único de Calificación de 
Invalidez, para establecer tal porcentaje se considera lo siguiente:  
 
“La persona se encuentra en un estado en el cual, como consecuencia de la deficiencia (s) 
y luego de la Mejoría Medica Máxima (MMM) o terminado el proceso de rehabilitación 
integral o en todo caso antes de los 540 días calendario de ocurrido el accidente o 
diagnosticada la enfermedad, puede realizar su labor habitual, con limitaciones y 
restricciones moderadas en y para:  
Tareas y operaciones: Necesita contar con ayudas técnicas, modificaciones en el puesto de 
trabajo, aditamentos, férulas, tratamientos continuos y permanentes e incluso ayuda de otro 
para iniciar, desarrollar y finalizar las tareas principales o secundarias de la labor habitual.  
Componentes del desempeño: Sensorio motor, integración cognitiva y componentes 
cognitivos, destrezas psicosociales y componentes psicológicos: Con limitaciones 
moderadas para la ejecución de los mismos según demandas de la actividad laboral.  
Tiempo de ejecución: Sin limitación en el 50% de acuerdo con la jornada de trabajo que haya 
tenido la persona antes de la enfermedad o accidente.  
Forma de integración laboral: Reintegro con modificaciones en el puesto de trabajo o 
reubicación temporal.” 
 
Teniendo claros los criterios establecidos para asignar un porcentaje de 10 en las 
restricciones del rol laboral, debe la corporación considerar que, la demandante, YOLANDA 
VELASQUEZ, actualmente se encuentra percibiendo una pensión de vejez por parte de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, situación que 
claramente conlleva afirmar que la actora NO PRESENTA UN REINTEGRO LABORAL, ni 
mucho menos, presenta modificaciones en su puesto de trabajo, por lo que mal hace la 
JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE RISARALDA en establecer tal porcentaje sin 
evaluar la situación real de la señora VELASQUEZ MAFLA.  

 
3. Frente a la conclusión dada en dictamen realizado por la  JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE  RISARALDA, en el mismo se hace mención a 
actividades realizadas por la trabajadora, pero sin tener en cuenta la rigurosidad que si tuvo 
la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ en su dictamen del 17 de enero 
de 2019, donde se hace clara descripción de los tiempos de ejecución de cada una de las 
tareas realizadas por la trabajadora, encontrándose que de acuerdo a las GUIA TECNICA 
PARA ANALISIS DE EXPOSICIÓN A FACTOR DE RIESGO OCUPACIONAL  - GATISO, no 
existe factor de riesgo real, dados los tiempos de interejecución en las tareas, donde el 
riesgo se diluye claramente. 
Lo anterior, en consideración a que: 
 
- En primer lugar, la demandante según la EPT biomecánica (Músculos del grupo 

epitroclear) realizada el 26/10/2012 la paciente durante el 25% de la jornada laboral de 
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forma discontinua realizada movimientos de flexión de muñecas con desviaciones 
radicales y cubitales, con agarres a mano llena, en la actividad de masajes para cefalea. 
El resto de las subactividades también las realizaba de forma discontinua tales como; la 
colocación de paquetes, colocación de corriente, colocación de tracción. 
 

- En segundo lugar, la actora habla de movimientos de flexión y extensión de muñecas, 
pero no se realizan de forma repetitiva ya que es puntual el movimiento de colocar y 
retirar los aparatos de trabajo.  

 
- En tercer lugar, en todas las actividades ejecutadas por la actora se logra evidenciar que 

la misma trabajaba a su ritmo, realizándolas de manera discontinua y de acuerdo con la 
EPT entre descansos no oficiales y periodos de la inactividad durante la jornada laboral 
empleaba 85 minutos. Por lo expuesto, la demandante no cumple con la repetitividad, 
intensidad y frecuencia para considerar que la labor es un factor de riesgo.  

 
Estableciéndose así que, no existen factores de riesgo en la actividad laboral que pueda explicar la 
relación causa - efecto entre las tareas del oficio ejecutadas por la demandante y la patología 
estudiada. 

 
4. No existió rigor en la calificación realizada por la JRCI de Risaralda, que permitiera definir la 

profesionalidad de la patología y por ende, el concepto de la JUNTA NACIONAL DE 
CALIFICACIÓN es de validez incuestionable en lo relacionado con el origen de la patología 
Síndrome de Túnel Carpiano Bilateral.  

 
Con la anterior situación, queda claro que el dictamen proferido por la JUNTA REGIONAL DE 
CALIFICACIÓN DE RISARALDA carece de los requisitos mínimos de imparcialidad, idoneidad y 
experticia, dejando gran incertidumbre de la valoración integral que se pudiera haber realizado para 
proferir el dictamen practicado. por tanto, no le asiste obligación alguna a mi representada en 
reconocer y pagar a favor de la parte actora los emolumentos condenados en primera instancia, 
pues se reitera, es requisito indispensable el cumplir con el porcentaje del PCL indicado por la ley 
y que las patologías padecidas sean de origen laboral, situación que no acaeció en el caso de 
marras, pues está demostrado que: (i) la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, 
estableció mediante el Dictamen No. 31201405-179 del 17/01/2019 que las enfermedades de la 
señora VELASQUEZ MAFLA, son de origen COMÚN, sin hacer alusión al porcentaje de PCL y la 
fecha de estructuración del siniestro,  (ii) respecto del dictamen No. 31201405-727, practicado a la 
actora por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, en el que se 
estableció que las patologías padecidas por la actora son de origen laboral, con una PCL del 23,00% 
y fecha de estructuración del 20/08/2014 se puede decir que el mismo no se ajusta a la realidad 
toda vez que el Manual Único de Calificación de Invalidez de manera taxativa estableció que ante 
la existencia de otras patologías de base como el hipertiroidismo, el cual padece la señora 
VELASQUEZ MAFLA debe calificarse por los criterios expuestos para esa enfermedad, 
estableciéndose así que el SINDROME DE TUNEL CARPIANO BILATERAL no es originado por la 
actividad laboral de la actora, tal y como lo afirmó la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE 
INVALIDEZ en el dictamen referido, además se verifica la existencia de una sobrevaloración de los 
ítems objeto de calificación, los cuales desconocieron la realidad actual de la demandante. 
 
2. VALORACIÓN DE LAS PRUEBAS EN LOS PROCESOS EN LOS QUE EXISTE DISCUSIÓN 

DE LOS DICTÁMENES O SU CONTENIDO EN LA ESFERA JUDICIAL. 
 
Es pacifica y reiterada la postura jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia, órgano de cierre 
de lo ordinario laboral, en el que se ha establecido que el administrador de justicia tiene la facultad 
de formar libremente su convencimiento, lo que implica que para encontrar la realidad procesal el 
juez deba valorar las pruebas conforme a la sana crítica en perspectiva a las circunstancias 
relevantes del proceso, sin que se tenga que ceñirse a un elemento específico a menos que la ley 
así lo establezca. 
 
En tal sentido el ordenamiento jurídico colombiano no ha previsto una tarifa legal probatoria para 
los asuntos en los que exista discusión en los dictámenes de PCL o su contenido en la esfera 
judicial, y así se estableció en sentencia la SL3308-2022, en la que se previó por la CSJ: 
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“ No existe duda alguna de que los dictámenes proferidos por las entidades habilitadas para 
calificar la pérdida de la capacidad laboral de los afiliados al sistema de Seguridad Social, con 
sustento en las normas especiales que lo regulan, son susceptibles de ser enjuiciados ante la 
justicia ordinaria laboral, lo que en el plano judicial nos lleva a resaltar que el instructor del 
proceso es el juez de conocimiento, dentro del marco de las facultades que la Ley le confiere, 
como lo son la libre formación del convencimiento con base en los medios de prueba que este 
estime pertinentes. Y es que precisamente en virtud de la libertad probatoria del juzgador, de 
conformidad con los artículos 51, 54 y 61 del CPTSS, aquel se encuentra habilitado «no solo 
en cuanto a la valoración de los elementos de juicio incorporados al expediente, sino además 
al optar por el medio de prueba que estima más adecuado para demostrar los supuestos 
fácticos en que se soportan pretensiones y excepciones, sea que los decrete por su propia 
iniciativa, ora por petición de las partes» (CSJ SL 3719-2019).   
 
Además, debe memorarse que esta Sala en diferentes providencias ha reconocido la 
importancia de los dictámenes de PCL dado que proceden de entidades científico técnicas 
habilitadas por la regulación para su determinación, lo que obliga a que el juez los observe y 
analice dentro de sus facultades de valoración probatoria, no obstante, tales experticias, no 
constituyen prueba definitiva y menos aún, solemne, pues en realidad es una prueba más del 
proceso (CSJ SL3992-2019 y CSJ SL4571-2019). 
 
(…) Y es que no se trata de que, como lo sugiere la censura, los operadores judiciales creen 
su propio dictamen, sino que, en procura de imprimir una correcta administración de justicia 
se indague la verdad real, se analicen las circunstancias y los factores que condujeron a la 
configuración de la invalidez y de esta manera establecer con la mayor precisión posible su 
fecha de configuración (...)” 
 
(…) Y más recientemente en la sentencia CSJ SL1578-2022, se sostuvo:  
De la misma manera, la Corporación ha dado por sentado que, en principio, el juez laboral 
debe apoyar su decisión en los dictámenes emanados de las autoridades competentes, con 
observancia de todo su contenido informativo, pero también está dicho que ellos no 
constituyen prueba reina, definitiva e incuestionable en el marco del proceso ordinario. Lo 
afirmado en precedencia lo es en virtud de que la autoridad judicial, dentro de sus facultades 
de libre formación del convencimiento, a partir de la valoración autónoma de la prueba, cuenta 
con la competencia y aptitud para examinar los hechos que rodean la calificación del estado 
de invalidez, a fin de resolver el conflicto, sin que ello signifique que puedan dictaminar, de 
manera definitiva y sin el apoyo del criterio médico científico, si el trabajador está realmente 
incapacitado o no y cuál es el origen de su mal, como tampoco cuál es el grado de la invalidez, 
ni la distribución porcentual de las deficiencias, discapacidades y minusvalías (…)” 

 
En tal sentido, el ordenamiento jurídico colombiano permite a los jueces laborales, como 
conductores y administradores de justicia, formar su propio convencimiento haciendo una valoración 
integral de las pruebas para dirimir en los asuntos en los que, como en el presente, exista una 
controversia respecto del estado de invalidez o minusvalía de un afiliado (porcentaje de PCL, origen 
y fecha de estructuración), para en consecuencia determinar la procedencia o no de las 
prestaciones que contempla dicho sistema de riesgos profesionales. 
 
De otro lado deberá considerarse el precedente horizontal trazado por el Honorable Tribunal 
Superior de Cali, mediante sentencia proferida en el radicado único nacional 76001-31-05-001-
2022-00456-01, en la que se estudió la procedencia de la pensión de invalidez y se dirimió la 
controversia frente al origen del siniestro, y en el que se adujo por parte de la corporación que: 
 

“Por su parte, la Sala de Casación Laboral de la Honorable Corte Suprema de Justicia en 
sentencia SL 2349 de 2021, ha establecido «(...) que los dictámenes que profirieran las juntas 
de calificación de invalidez regionales o nacional pueden controvertirse ante los jueces del 
trabajo, quienes tienen competencia para examinar los hechos que contextualizan la 
condición incapacitante establecida por aquellas (CSJ SL 29622, 19 oct. 2006 y CSJ SL5280-
2018). Precisamente, en la primera sentencia referida la Corporación explicó: 
 
Ciertamente, la Corte ha estimado que en la actualidad el estado de invalidez de un trabajador 
corresponde establecerse mediante la valoración científica de las juntas de Calificación, a 
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través del procedimiento señalado en los reglamentos dictados por el Gobierno Nacional. Pero 
la Sala de Casación Laboral no ha sostenido que los parámetros señalados en el dictamen 
de la Junta sean intocables (…) De ninguna manera ha considerado la Corte que los hechos 
relativos a las circunstancias de tiempo, modo y lugar sobre el hecho genitor de la minusvalía, 
tenidos en cuenta por uno de tales entes, o por ambos si se agotan las dos instancias, sean 
materia incontrovertible ante la jurisdicción del trabajo (…) 

 
En dicho fallo la corporación en dicho análisis también recordó que la CSJ ha estudiado en múltiples 
sentencias los planteamientos establecidos por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-1002-
2004, y en la que se precisó: 
 

“Para fundamentar su decisión, puso de relieve pronunciamientos de la Corte Constitucional 
en donde,  ha indicado que cuando, como consecuencia de un accidente de trabajo o una 
enfermedad profesional, una persona que tenía una pérdida de capacidad laboral 
preexistente, de cualquier origen, llega a un porcentaje superior al 50% de pérdida de la 
capacidad laboral, debe asumirse que se trata de un evento de origen profesional, y, por 
consiguiente, la fecha de estructuración debe fijarse a partir de los componentes profesionales 
de la discapacidad, y el régimen de la invalidez es el propio del sistema general de riesgos 
profesionales.  
 
Y, Cuando ocurre el fenómeno contrario, esto es, cuando como consecuencia de un accidente 
de trabajo o una enfermedad profesional, una persona sufre una pérdida permanente de 
capacidad laboral inferior al 50% y luego, por factores de origen común ajenos a los factores 
profesionales ya calificados, ese porcentaje asciende a más del 50%, la fecha de 
estructuración debe fijarse a partir de la que genera en el individuo una pérdida de su 
capacidad laboral en forma permanente y definitiva y, en este caso, el régimen aplicable será 
el común.  
 
De este modo se tiene que, cuando sea preciso calificar la pérdida de capacidad laboral de 
una persona, las entidades competentes deberán, en todo caso, proceder a hacer una 
valoración integral, que comprenda tanto los factores de origen común como los de índole 
profesional. Cuando concurran eventos de una y otra naturaleza -común y profesional- en la 
determinación de la pérdida de capacidad laboral que conduzca a una pensión de invalidez, 
para establecer el origen y la fecha de estructuración, se atenderá al factor que, 
cronológicamente, sea determinante de que la persona llegue al porcentaje de invalidez. 
Cuando se trate de factores que se desarrollen simultáneamente, para determinar el origen y 
la fecha de estructuración se atenderá al factor de mayor peso porcentual (...)” 

 
Seguidamente, dicha corporación preciso además que: 
 

“Al respecto, se trae a colación la sentencia SL 3008 de 2022, donde la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, se refiere a la sentencia T 518 de 2011, donde ratifica 
la tesis plasmada por la Junta Regional, esto es que, para determinar la situación de 
invalidez se debe sumar las patologías tanto de origen común como de origen laboral, 
las cuales, en su contexto, y al acumularse mediante sumas ponderadas, permiten 
determinar si el porcentaje de pérdida de capacidad laboral con el que cursa un afiliado 
es superior al 50%. Y de ocurrir esto, supone que deba acudirse por el calificador a la 
teoría del factor preponderante o invalidante con el fin de establecer un origen a la 
invalidez, dada la divergencia de orígenes de las patologías que, eventualmente, 
pueden componer la configuración de la misma.  
 
Criterio que acogió la CSJ no solamente en la sentencia en cita, sino en las providencias CSJ 
SL, 26 jun. 2012, rad. 38.614, reiterada en la CSJ SL, 24 jul. 2012, rad. 37892, CSJ SL526- 
2012, CSJ SL4297-2021 y CSJ SL1987-2019.” (Subrayado y negrilla fuera del texto) 

 
En tal sentido y descendiendo al caso objeto de estudio, tal y como se indicó en procedencia, la 
JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, estableció mediante el Dictamen No. 
31201405-179 del 17/01/2019 que las enfermedades de la señora VELASQUEZ MAFLA, son de 
origen COMÚN, sin hacer alusión al porcentaje de PCL y fecha de estructuración del siniestro; 
respecto del dictamen No. 31201405-727, practicado a la actora por la JUNTA REGIONAL DE 
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CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, en el que se estableció que las patologías 
padecidas por la actora, son de origen laboral, con una PCL del 23,00% y fecha de estructuración 
del 20/08/2014, se puede concluir que el mismo no fue debidamente valorado por el a quo en el 
entendido que el mismo no se ajusta a la realidad, toda vez que el Manual Único de Calificación de 
Invalidez de manera taxativa estableció que ante la existencia de otras patologías de base como el 
hipertiroidismo, el cual padece la señora VELASQUEZ MAFLA debe calificarse por los criterios 
expuestos para esa enfermedad, estableciéndose así que el SINDROME DE TUNEL CARPIANO 
BILATERAL no es originado por la actividad laboral de la actora, tal y como lo afirmó la JUNTA 
NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ en el dictamen referido, además se verifica la 
existencia de una sobrevaloración de los ítems objeto de calificación, los cuales desconocieron la 
realidad actual de la demandante, tales como que la misma se encuentra pensionada desde el año 
2020, así mismo el desconocimiento de dicho ente calificador de elementos relevantes como la 
valoración del puesto de trabajo, que si fue tenida en consideración por la Junta Nacional, razón por 
la cual se evidencia el desconocimiento del fallador de primera instancia respecto de los 
lineamientos jurisprudenciales citados en precedencia, para emitir condena en contra de mi 
representada. 
 
3. FIRMEZA DEL DICTAMEN No. 31201405-179 del 17/01/2019, PROFERIDO POR LA JUNTA 
NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.  
  
Debe tenerse en cuenta que el artículo 45 del Decreto 1352 de 2013, estableció la firmeza de los 
dictámenes, señalando que será cuando se hayan resuelto los todos los recursos interpuestos. De 
esta manera en el caso de marras, tenemos que, con el dictamen de No. 31201405-179 del 
17/01/2019 emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, como consecuencia del 
recurso interpuesto por mi representada en cuanto al origen establecido por la JUNTA REGIONAL 
DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DEL VALLE del 27/10/2017 en el que se constató que la 
patología padecida por la actora en ese momento, fue dictaminada como de origen COMÚN, 
quedando así en firme, por lo que dicho dictamen es plenamente vinculante.  
  
Sobre el particular, el artículo 45 del Decreto 1352 de 2013, cita lo siguiente:   
  

ARTÍCULO 45. Firmeza de los dictámenes. Los dictámenes adquieren firmeza cuando:   
  

a) Contra el dictamen no se haya interpuesto el recurso de reposición y/o apelación dentro del 
término de diez (10) días siguientes a su notificación;    
  
b) Se hayan resuelto los recursos interpuestos y se hayan notificado o comunicado en los 
términos establecidos en el presente decreto;   
  
c) Una vez resuelta la solicitud de aclaración o complementación del dictamen proferido por la 
Junta Nacional y se haya comunicado a todos los interesados. (Resaltado fuera del texto)  

  
Véase con lo anterior que, por un lado, cuando no manifiesta inconformidad dentro de los 10 días 
siguientes a la notificación, éste cobra firmeza, e igualmente, cuando todas las partes ya tienen 
conocimiento del dictamen proferido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, el mismo ya 
se encuentra en firme y no hay objeto de recurso alguno.  
  
Aunado a lo anterior, se precisa que en el Decreto 1352 de 2013 se reglamenta la integración, 
financiación y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez y se indica que corresponde 
a las siguientes entidades calificar el origen y el grado de pérdida de capacidad laboral en caso de 
accidente o enfermedad; Las EPS, las AFP por intermedio de la aseguradora previsional, las 
entidades administradoras del régimen subsidiado en el evento previsto en el artículo 163 de la Ley 
100 de 1993, las entidades administradoras de riesgos profesionales, las Juntas Regionales de 
Calificación de Invalidez y en última instancia la Junta Nacional del Calificación de Invalidez.  
  
En el mismo sentido, el inciso segundo en su artículo 41 de la ley 100 de 1993, modificado por el 
artículo 142 del decreto 19 de 2012, dispone lo siguiente:  
  

‘’ARTÍCULO 41. CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ. (…) Corresponde al 
Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -
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COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales<6> - ARP-, a las 
Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades 
Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad. En caso de que el 
interesado no esté de acuerdo con Ia calificación deberá manifestar su inconformidad 
dentro de los diez (10) días siguientes y Ia entidad deberá remitirlo a las Juntas 
Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días 
siguientes, cuya decisión será apelable ante Ia Junta Nacional de Calificación de 
Invalidez, Ia cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones 
proceden las acciones legales’’.  
  

Bajo esa tesitura, la Corte Suprema de Justicia Sala Casación Laboral en Sentencia del 29 de 
septiembre de 1999 señaló “como ya se dijo que son tales entes los únicos facultados por la Ley 
para emitir el dictamen sobre el grado de reducción de la capacidad laboral de una persona, como 
fundamento de su pretendida pensión de invalidez”.  
  
Igualmente, la Sentencia T-1007 de 2004 nos ilustra que “La finalidad de las juntas de calificación 
de invalidez es la evaluación técnico-científica del origen y el grado de pérdida de la capacidad 
laboral de aquellas personas que hacen parte del sistema general de seguridad social, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 42 de la Ley 100 de 1993”.  
  
En esa medida, se hace necesario resaltar al Despacho que la Ley ofrece al trabajador la posibilidad 
de que pida una revisión de la calificación del grado de invalidez emitida inicialmente por la entidad 
de seguridad social. Tal como lo enuncia la segunda parte del inciso segundo del artículo 41 de la 
ley 100 de 1993:  
  

«En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar 
su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a 
las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los 
cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de 
Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas 
decisiones proceden las acciones legales.»  
  

En otros términos, nuestro ordenamiento jurídico da la oportunidad de controvertir las diferentes 
decisiones que adopten las juntas calificadoras, para de esta manera garantizar el derecho a la 
defensa y contradicción de los afiliados al sistema.   
  
Finalmente, el artículo 45 del Decreto 1352 del 2013 señala que los dictámenes adquieren firmeza 
cuando:  
  

“ARTÍCULO 45. Firmeza de los dictámenes. Los dictámenes adquieren firmeza 
cuando:   
a) Contra el dictamen no se haya interpuesto el recurso de reposición y/o apelación 
dentro del término de diez (10) días siguientes a su notificación;   
b) Se hayan resuelto los recursos interpuestos y se hayan notificado o comunicado en 
los términos establecidos en el presente decreto;   
c) Una vez resuelta la solicitud de aclaración o complementación del dictamen proferido 
por la Junta Nacional y se haya comunicado a todos los interesados.”   

  
En el caso de marras, tenemos que ante el proceso de calificación se agotaron las acciones 
inherentes al conducto regular de contradicción, conllevando esto a una aceptación total e integral 
de su contenido, sin que pueda ahora manifestarse que tal dictamen no es invalido o nulo, y por lo 
tanto, cobró firmeza de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 del Decreto 1352 del 2013 y 
por tal es plenamente vinculante.  
 
 

I. PETICIONES 
 
PRIMERA: Solicito respetuosamente al H. Tribunal Superior de Cali – Sala Laboral que, al resolver 
el recurso de apelación sustentado en primera instancia, se tenga en consideración además lo antes 
expuesto y se sirva REVOCAR en su integridad la sentencia No. 99 dictada el 11 de julio de 2023 
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2023 proferida por el Juzgado Trece Laboral del Circuito de Cali, mediante la cual se resolvió 
CONDENAR a SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. a reconocer y pagar en favor de la 
actora indemnización por incapacidad permanente parcial en la suma de $ 14.100.054; diferencia 
en el pago de incapacidades medicas pagadas a la actora en la suma de $ 885.493, indexando 
cada una de las incapacidades prescritas por el diagnostico G560,  y costas en la suma de 1 SMLMV 
en favor de la actora.  
 
SEGUNDA: Que, como consecuencia de lo anterior, solicito al Honorable Tribunal, se condene en 
costas a la parte demandante, pues es claro que mi representada no tiene responsabilidad dentro 
del presente litigio. 
 
 
Cordialmente,   
 
 
 
 
 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  
C.C. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T.P. No. 39.116 del C.S. de la J.  


